
sado obtener un descuento 
de mínimo el 40% sobre la 
cuantía de la sanción pro-
puesta por la Capitanía  
implicada. 

PLAZO DE CADUCIDAD

La Administración dispon-
drá de un plazo máximo de 12 
meses desde la fecha de emi-
sión del Acuerdo de Iniciación 
del Procedimiento Sanciona-
dor, para resolver el procedi-
miento ¹.

La falta de resolución expre-
sa dará lugar a la caducidad del 
procedimiento procediéndose 
a su archivo, lo que no impide 
instar uno nuevo si las posi-
bles infracciones no hubieran  
prescrito. 

EFECTOS DEL 
PRONTO PAGO EN LA 
DISCRECIONALIDAD 
SANCIONADORA 
DE LA DGMM

La potestad sancionadora 
en el ámbito marítimo pende 
del Ministerio de Fomento, y 
más concretamente está en 
manos de la DGMM, artículo 
263.k y 315.1.d del Texto Re-
fundido de la Ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mer-
cante (TRLPEMM). Existien-
do una obligación expresa de 
resolver el procedimiento por 
parte de la DGMM antes de la 
finalización del plazo de un 
año otorgado a tal efecto (art. 
21 de la Ley 39/2015).

De hecho, es bien conocida 
la Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo (Sentencia del 6 de 
octubre de 2022) por la que 
se confirma que hasta que la 
Administración competente 
no haya dictado una resolu-
ción expresa para el procedi-
miento, esta no habrá impues-
to sanción alguna, pudiendo 
incluso incurrir en la caduci-
dad de las acciones llegado el 
momento.

más de identificar los precep-
tos que considera infringidos, 
también deberá cuantificarlos, 
determinándose así la cuantía 
de la sanción propuesta.

Las partes interesadas, dis-
pondrán de un nuevo plazo 
para alegaciones de 15 días, 
en caso de que lo consideren 
oportuno.

Este punto del procedi-
miento es muy importante, 
y no solo porque es el mo-
mento procesal en el que el 
Expediente Administrativo 
Sancionador se transfiere 
de la Capitanía Marítima a la 
DGMM, última responsable de 
emitir la Resolución del mis-
mo, sino también porque se 
da a los interesados la posibi-
lidad de poner fin al proceso, 
al reconocer voluntariamente 
su responsabilidad y realizar 
el pronto pago de las cuantías 
propuestas, en cumplimiento 
de lo dispuesto en el artículo 
85 de la Ley 39/2015. Así:

•	El reconocimiento volun-
tario de la responsabilidad 
otorga al interesado el be-
neficio de un descuento 
del 20% de la cuantía de 
sanción propuesta. Pero, 
en contraposición, tam-
bién obliga al interesado 
a renunciar a cualquier ac-
ción o recurso en vía ad-
ministrativa posterior.

En resumidas cuentas, quién 
reconozca su responsabilidad 
sobre los hechos acusados, 
perderá la posibilidad de ne-
garlos a futuro, o recurrir los 
mismos.

•	El pronto pago de la san-
ción, antes de emitirse la 
Resolución, otorga al in-
teresado el beneficio de 
un descuento del 20% de 
la cuantía de sanción pro-
puesta.

Ambos descuentos son 
acumulables entre sí, pudi-
endo por lo tanto el intere-

Potestad sancionadora de la Dirección 
General de la Marina Mercante (DGMM)

Recibir la notificación de 
inicio de un Expediente Ad-
ministrativo Sancionador es 
algo que no deja indiferen-
te a nadie, y no solo por la 
cuantía final de la sanción, 
sino por el desconocimiento 
general que existe sobre las 
particularidades propias de 
este procedimiento adminis-
trativo.

En concreto, en este artículo 
analizaremos las característi-
cas del Procedimiento Admi-
nistrativo Sancionador en el 
ámbito marítimo, así como la  
discrecionalidad sancionado-
ra de la Dirección General de 
la Marina Mercante (DGMM) 
a tal respecto.

COMPETENCIA

La competencia para la 
tramitación de un Procedi-
miento Administrativo San-
cionador marítimo viene 
estipulada en el Anexo II, artí-
culo segundo del Real Decre-
to 1772/1994, de 5 de agosto, 
por el que se adecuan de-
terminados procedimientos 
administrativos en materia 
de transportes y carreteras 
a la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Atendiendo a dicha regu-
lación la competencia para 
la instrucción y tramitación 
de un Procedimiento Admi-
nistrativo Sancionador esta-
rá en manos de la Dirección 
General de la Marina Mercan-
te, y la correspondiente Ca-
pitanía Marítima en su caso. 

PROCEDIMIENTO

El procedimiento Adminis-
trativo Sancionador de la ad-
ministración marítima espa-
ñola se rige, en general, por 
las mismas disposiciones que 
regulan dichos procedimien-
tos para cualquier otra admi-

nistración española, es decir, 
por la Ley 39/2015 de 1 de 
octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

El Procedimiento Sancio-
nador se iniciará una vez ad-
vertida la irregularidad por 
parte de la Administración, 
generalmente tras una ins-
pección ocular del buque o 
por denuncia de otra autori-
dad competente, debiéndo-
se notificar este Acuerdo de 
Iniciación del Procedimiento 
Administrativo Sancionador 
al interesado o afectado.

En el caso que nos atañe, 
el órgano competente para 
la remisión de dicha notifi-
cación será la Capitanía Ma-
rítima competente del lugar 
donde se ubica el barco. En 
dicha comunicación, además 
de advertir a los interesados 
de la/s irregularidad/es o de-
ficiencia/s identificada/s y 
la/s posible/s norma/s infrin-
gida/s, también se les exigirá 
la prestación de una garantía 
financiera para terminar con 
la retención del buque objeto 
de la sanción, cuando esta se 
estipule. Garantía que que-
dará depositada mientras el 
procedimiento administrati-
vo se tramite y a expensas de 
su resultado.

Tras la notificación del 
Acuerdo, las partes interesa-
das dispondrán de un plazo 
de 15 días hábiles para pre-
sentar las alegaciones que 
consideren oportunas. Este 
plazo se podrá extender, por 
un periodo máximo de 7 días 
más sobe la fecha de venci-
miento, siempre y cuando las 
partes interesadas así lo soli-
citen y la Capitanía Marítima 
lo autorice.

Una vez revisadas las Ale-
gaciones de los interesados, 
la Capitanía Marítima emitirá 
una Propuesta de Resolu-
ción, en la que, ahora sí, ade-
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Destacamos este hecho, ya 
que la obligación de resolver 
prevista por la ley, junto con 
lo dispuesto en el artículo 
315.1.d. del TRLPEMM, choca 
frontalmente con la prácti-
ca habitual del sector, y más 
concretamente con el dere-
cho al pronto pago recono-
cido por el artículo 85 de la 
Ley 39/2015, que podría lle-
gar a convertir la potestad 
de la DGMM en una potes-
tad meramente declarativa 
y carente de poder real de  
sanción.

Y es que el artículo 85 de la 
Ley 39/2015 del Procedimien-
to común de las Administra-
ciones Públicas es claro al afir-
mar “el pago voluntario por 
el presunto responsable, en 
cualquier momento anterior a 
la resolución, implicará la ter-
minación del procedimiento”. 
Lo discutido en este caso es 
el efecto que el artículo 85.2 
de la Ley 39/2015, podría te-
ner sobre la potestad sancio-
nadora de la DGMM, según el 
artículo 315.1.d de TRLPEMM.

Lo que consideramos claro 
es que la realización del pago 
por parte del interesado de-
bería comportar el compro-
miso de la Administración de 
dar por finalizado el Proce-
dimiento Sancionador, como 
ocurre en otros ámbitos ad-
ministrativos sancionadores. 
La pregunta a hacerse es: 
¿cómo dará el Procedimiento 
por finalizado?

•	 	El primero de los crite-
rios compartido por una 
parte de los profesionales 
del sector defiende que, 
en aquellos casos en los 
que el interesado procede 
a realizar el pronto pago 
de la sanción propuesta, 
y a reconocer su respon-
sabilidad, la DGMM solo 
podrá dar por finalizado 
el procedimiento sin mo-
dificar la Propuesta de Re-
solución planteada por la  

Capitanía Marítima que 
se haya encargado de la  
instrucción del procedimien-
to.

El argumento principal que 
defiende esta corriente es 
que, el hecho de que la DGMM 
mantenga la discrecionalidad 
para modificar la cuantía de la 
sanción, una vez el interesado 
ha reconocido su responsabi-
lidad y renunciado a sus ac-
ciones habiendo perdido así 
todas sus posibles armas de 
defensa le colocarían en una 
situación de vulnerabilidad 
absoluta, por indefensión, in-
compatible de plano con el 
Derecho Fundamental a la 
tutela judicial efectiva del ar-
tículo 24 de la Constitución. 
Esta corriente obtiene su res-
paldo, no solo en la literali-
dad del artículo 85 de la Ley 
39/2015, sino que también la 
Sentencia 1830/2018 que el 
Tribunal Supremo dictó en 
unificación de doctrina el 19 
de febrero de 2018 que inter-
pretaba el artículo 8 del Real 
Decreto1398/1993, de 4 de 
agosto, de contenido igual al 
actual 85 de la Ley 39/2015.

•	Por otro lado, la DGMM y 
otra parte de los profe-
sionales del sector, con-
sideran que el TRLPEMM, 
como normativa especí-
fica del sector marítimo, 
debería de hacerse valer 
por encima de las dispo-
siciones generales conte-
nidas en la Ley 39/2015, 
al tratarse la potestad 
sancionadora de la admi-
nistración de un derecho 
inalienable de dicho órga-
no.

Esta corriente basa esta 
potestad de la DGMM en el 
apartado 2 del artículo 90 de 
la Ley 39/2015, que permite 
al órgano resolutor apartarse 
de lo propuesto por el órga-
no instructor cuando consi-
dere que la infracción es más 
grave. Y, por lo tanto, defien-

den que el limitar la capaci-
dad de la DGMM para dictar 
libremente la Resolución del 
expediente que considere 
oportuna, supondría una li-
mitación injustificada de sus 
competencias, transfiriendo 
parte de las mismas de for-
ma directa a la Capitanía  
Marítima.

 
Este segundo es el criterio 
seguido y compartido hasta 
la fecha por la Administra-
ción Marítima Española, por 
lo que todos los sujetos que 
se vean inmersos en un pro-
cedimiento Administrativo 
Sancionador Marítimo debe-
rían de tener esta competen-
cia de la DGMM en cuenta a la 
hora de valorar la proceden-
cia o no de asumir su respon-
sabilidad y realizar el pronto 
pago, renunciando así a cual-
quier futura posible acción de 
defensa de su posición. Y es 
que, en la práctica, el pronto 
pago y la asunción de respon-
sabilidad no garantizan la ter-
minación del procedimiento, 
existiendo el riesgo de que la 
DGMM incremente la sanción 
pagada y reconocida por el  
administrado.

En todo caso, como siempre 
aconsejamos, se debe valorar 
cada caso y escenario de for-
ma individual, y estar aseso-
rado por profesionales, toda 
vez que las relaciones con la 
llevanza de estos expedientes 
y las relaciones con las admi-
nistraciones forman parte de 
nuestro día a día.

(1) Así se dispone en el anexo 1 
de la disposición adicional 29 de 
la ley 14/2000 de 29 de diciem-
bre de medidas fiscales, admi-
nistrativas y de orden social, mo-
dificado por el artículo 69 de la 
ley 24/2001 de 27 de diciembre, 
de medidas fiscales, administrati-
vas y de la orden social, aplicable 
en virtud de los dispuesto en la 
Disposición Derogatoria única, 
apartado 3 de la ley 39/2015 de 1 
de octubre.

				  
				  
		


